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RECURSO APELACIÓN N.º 337-2024/AREQUIPA 
PONENTE: CESAR SAN MARTIN CASTRO  
 
 
 

Título. Excepciones improcedencia de acción y cosa juzgada 
Sumilla: 1. El incidente deriva de la deducción por el encausado GINO MARCIO 

VALDIVIA SORRENTINO de dos excepciones procesales: improcedencia de acción y 
cosa juzgada. Por su propia naturaleza ambas excepciones cuestionan la falta de 
presupuestos procesales (condiciones de admisibilidad para alcanzar una 
decisión material) con motivo de la expedición de disposición de continuación y 
formalización de la investigación preparatoria; presupuestos que tienen que ver 
tanto con el objeto del proceso penal: injusto penal y punible (improcedencia de 
acción) como con la viabilidad de la acción penal al estar consumida la 
pretensión punitiva por una decisión con autoridad de cosa juzgada en el mismo 
asunto –propiamente, es un impedimento procesal–. Asimismo, no está en 
discusión si los hechos imputados están probados o no, pues se trataría de una 
defensa material y no formal –propia de las excepciones procesales–; además, 
solo cabe, en el caso de la excepción de cosa juzgada, de acreditar la existencia 
de una decisión firme (sentencia o auto equivalente) que defina definitivamente 
el objeto procesal, en uno u otro sentido. 2. El que se quiera calificar los cargos 
como un delito continuado o un concurso real homogéneo de delitos (ex artículos 
y del 49 y 50 del CP) en modo alguno descarta los hechos propiamente 
imputados y su autonomía, más allá de su régimen jurídico de tratamiento en 
orden a la penalidad –que, por lo demás, también tipifican como un delito de 
encuentro, en el que se han señalado a las personas involucradas y beneficiadas–, 
y, en uno u otro caso (delito continuado o concurso real homogéneo de delitos), 
no se está ni puede estar ante una negación de las conductas perpetradas –cuyo 
esclarecimiento es la meta del procedo penal–, menos ante una excusa 
absolutoria o condición objetiva de punibilidad. 3. La falta de acumulación de 
delitos conexos no importa un supuesto de cosa juzgada. En suma, no hay 
cosa juzgada que comprenda todos los hechos delictivos imputados y/o 
investigados –no se presenta el elemento negativo de la cosa juzgada: ne bis in 
idem–; no se expidió una resolución final al respecto que defina la realidad del 
conjunto de las imputaciones, sea mediante sobreseimiento, absolución o 
condena. Sobre los hechos específicos objeto de este proceso no recayó 
resolución alguna en este sentido. La causa está en trámite.   

 
 
 

–AUTO DE APELACIÓN SUPREMA – 

 
Lima, ocho de julio de dos mil veinticinco 

 
AUTOS y VISTOS; en audiencia pública: el recurso de 

apelación interpuesto por la defensa del encausado GINO MARCIO VALDIVIA 

SORRENTINO contra el auto de primera instancia de fojas doscientos 
noventa, de once de septiembre de dos mil veinticuatro, que declaró 
infundada las excepciones de improcedencia de acción y de cosa juzgada 
que dedujo; con todo lo demás que al respecto contiene. En el proceso 
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seguido en su contra por el delito de cohecho pasivo específico en agravio 
del Estado. 
Ha sido ponente el señor SAN MARTÍN CASTRO. 

 

FUNDAMENTOS DE HECHO 
 

§ 1. DE LA PRETENSIÓN IMPUGNATORIA 
 
PRIMERO . Que la defensa del encausado GINO MARCIO VALDIVIA 

SORRENTINO en su recurso de apelación de fojas trescientos catorce, de 
dieciocho de septiembre de dos mil veinticuatro, instó, como pretensión 
principal, se revoque el auto recurrido y se sobresea la causa y, como 
pretensión alternativa, se declare la nulidad la citada resolución y se 
disponga un nuevo pronunciamiento. Alegó que se transgredieron los 
derechos fundamentales reconocidos en las normas constitucionales como 
la tutela jurisdiccional; que el iudex a quo afectó drásticamente la 
motivación de resoluciones judiciales; que se inobservaron los principios 
de legalidad e interdicción de la arbitrariedad, pues no se tuvo presente la 
jurisprudencia consolidada y actual referida a la excepción de cosa 
juzgada. 

 
§ 2. DEL ITINERARIO DEL PROCEDIMIENTO  
 
SEGUNDO. Que ante la denuncia de tres de abril de dos mil dieciocho el 
señor Fiscal Superior emitió la disposición número Uno de seis de abril de 
dos mil dieciocho, por la que requirió la interceptación telefónica en 
tiempo real, a consecuencia se practicaron dieciocho escuchas, once de 
ellas relacionadas a nueve causas a su cargo. De ellas se habría patentizado 
el delito de cohecho pasivo específico. El señor Fiscal Superior intervino 
únicamente en el expediente 8277-2017, seguido contra Angélica Cauna 
Rosales, por flagrancia delictiva, y generó el Expediente 62-2018 (caso de 
condena previa). Los casos restantes, sin flagrancia, fueron elevados a la 
Fiscalía de la Nación por segunda vez el veintidós de marzo de dos mil 
once, que dio lugar a la autorización de investigación el dieciséis de mayo 
de dos mil veintidós, que generó el proceso de autos, carpeta 155-2018. 
∞ El expediente 62-2018 concluyó en la Sala Penal Transitoria de la Corte 
Suprema. Se confirmó la sentencia de primera instancia dictada por la Sala 
Penal Especial que condenó al encausado GINO MARCIO VALDIVIA 

SORRENTINO a nueve años de pena privativa de libertad [vid.: Recurso de 
Apelación 9-2019/Suprema]; pena que actualmente está cumpliendo.  
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TERCERO. Que la presente causa [carpeta 155-2018] tomó otra dirección y 
su trámite se desarrolló como a continuación se detalla:  
∞ 1. Se presentó el requerimiento mixto de fojas tres, de dieciocho de 
abril de dos mil veinticuatro, en el cual se solicitó el archivo de los 
casos: 08 (expediente 1071-2015/carpeta fiscal 1103), 09 (expediente 
4324-2018/carpeta 1124-2018) y 11 (expediente 7198-2017), porque no 
existía la posibilidad de incorporar nuevos elementos de convicción. En el 
extremo acusatorio de fojas veintiocho, de dieciocho de abril de dos mil 
veinticuatro, el Fiscal Superior acusó a Gino Marcio Valdivia Sorrentino 
como autor del delito de cohecho pasivo específico, previsto en el artículo 
398 del Código Penal –en adelante CP– en agravio del Estado, por los 
hechos de los siguientes: caso 1, previsto en el artículo 395, primer párrafo, 
del CP; caso 2, también el mismo precepto legal; caso 3, previsto en 
segundo párrafo, del artículo 395 del CP; caso 4, segundo párrafo, del 
citado artículo 395 del CP; caso 5, primer párrafo, del artículo 395 del CP; 
caso 6, segundo párrafo del artículo 395 del CP; caso 7, segundo párrafo, 
del artículo 395 del CP; y, finalmente, en el caso 10, segundo párrafo, del 
artículo 395 del CP. Los hechos de los distintos casos se consideraron 
como un delito continuado correspondiendo la pena de prevista en el 
segundo párrafo del artículo 395 del CP, diez años y dos meses de pena 
privativa de la libertad y nueve años y cinco meses de inhabilitación.  
∞ 2. Los hechos atribuidos son: 
*  A. Caso 1.  El encausado GINO MARCIO VALDIVIA SORRENTINO, en su 
condición de juez de la investigación preparatoria de Mariano Melgar, 
aceptó el monto de ochocientos dólares americanos, pagados en la puerta 
de su juzgado los días diecinueve y veintiuno de febrero de dos mil 
dieciocho, por parte de Eloy Zeballos Zeballos. También solicitó, el día 
veintiuno de febrero de dos mil dieciocho, a la misma persona, la cantidad 
de diez mil dólares americanos, sin que estos fueran entregados, a fin de 
declarar fundada una acción constitucional de habeas corpus en favor de 
Rafael Santos Pachacama García, dentro del Expediente 01367-2018. 
*  B. Caso 2.  El encausado GINO MARCIO VALDIVIA SORRENTINO, en su 
condición de juez de la investigación preparatoria de Mariano Melgar, el 
día diecinueve de abril de dos mil dieciocho aceptó la propuesta de pago de 
dos mil quinientos soles o "dos punto cinco" formulada por el llamado 
“Hugo” a fin de declarar fundado el pedido de la defensa de 
sobreseimiento de la causa seguida en el Expediente 4178-2016, contra de 
Miguel Ángel Salcedo Viza por delito de hurto con agravantes en agravio 
de Anastas Nicolay Tito Paredes.  
 *  C. Caso 3. El encausado GINO MARCIO VALDIVIA SORRENTINO, en su 
condición de juez de la investigación preparatoria de Mariano Melgar, el 
día veinte de abril de dos mil dieciocho solicitó, por intermedio de la 
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abogada Lily Jeaneth Huanqui Ramos, a los imputados Fernando Tacuri 
Torres, Jorge Jesús Mogrovejo Aroni, Yovani Yonathan Nina Cáceres un 
pago de seis mil soles por cada uno de ellos, con la finalidad de aprobar 
una terminación anticipada de ellos, investigados en el expediente 
2430-2018, carpeta 776-2018, por delito de robo con agravantes en agravio 
de Juana Velazco Llacho y Eleuterio Pascual Chara Huamán. 
*  D. Caso 4. El encausado GINO MARCIO VALDIVIA SORRENTINO, en su 
condición de juez de la investigación preparatoria de Mariano Melgar, el 
día veinte de abril de dos mil dieciocho solicitó dinero por intermedio de 
Lily Huanqui Ramos para favorecer a Juan Carlos Ancco Pérez y Estefani 
Luz Flores Chalco, quienes se encontraban detenidos, y sobre los que 
pesaba un pedido de prisión preventiva, a fin de aprobar una terminación 
anticipada o declarar infundado el pedido de prisión preventiva formulado 
por la Fiscalía. Se trató del expediente 3932-2018, carpeta 974-2018, 
seguida contra Juan Carlos Ancco Pérez por delito de hurto con agravantes 
tentado en agravio de Fabricio Coripuña Barrantes y por delito de 
receptación en agravio de persona no identificada; y contra Estefani Luz 
Flores Chalco por delito de receptación en agravio de persona no 
identificada. 
*  E. Caso 5. El encausado GINO MARCIO VALDIVIA SORRENTINO, en su 
condición de juez de la investigación preparatoria de Mariano Melgar, en 
el mes de marzo de dos mil dieciocho aceptó la propuesta realizada por 
intermedio de Daniel Américo Zurita Chávez. Ésta consistía en la entrega 
de un difusor para poder favorecer en el expediente 4176-2014 a Daniel 
Danny Andree Valdivia Falcón, condenado por delito de financiamiento 
por medio de información fraudulenta en agravio de la Cooperativa de 
Ahorro y Crédito del Sur–Prestasur. A este efecto, llenó y consignó, 
conjuntamente con Daniel Américo Zurita Chávez, la firma de actas de 
control y justificación de los meses de junio, agosto, septiembre y 
noviembre de dos mil diecisiete, así como enero y marzo de dos mil 
dieciocho, simulando que el condenado cumplió con dicha regla de 
conducta, con la finalidad de declarar infundado el pedido de revocatoria.  
*  F. Caso 6. El encausado GINO MARCIO VALDIVIA SORRENTINO, en su 
condición de juez de la investigación preparatoria de Mariano Melgar, el 
dos de mayo de  dos mil dieciocho solicitó, por intermedio del voluntario 
Daniel Américo Zurita Chávez, la cantidad de cinco mil soles, para poder 
favorecer a Paul Gerard Gutiérrez Chambi y decidir el sobreseimiento de la 
causa seguida en el expediente 1663-2017, carpeta 499-2016, contra el 
citado Paul Gerald Gutiérrez Chambi por delito de estafa en agravio de 
Esau David Cansava Aucca. El sobreseimiento que se dictó el ocho de 
mayo de dos mil veintidós. 
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*  F. Caso 7. El encausado GINO MARCIO VALDIVIA SORRENTINO, en su 
condición de juez de la investigación preparatoria de Mariano Melgar, el 
veintidós de abril de dos mil dieciocho solicitó, por intermedio de la 
abogada Lily Jeaneth Huanqui Ramos, al abogado Juan Carlos Salcedo 
Atocsa, patrocinante de Edwin Anchapuri Calderón, la suma de treinta mil 
soles para declarar fundada una demanda de habeas corpus a su favor en el 
expediente 3291-2018. 
*  G. Caso 10. El encausado GINO MARCIO VALDIVIA SORRENTINO, en su 
condición de juez de la investigación preparatoria de Mariano Melgar, 
solicitó a los familiares de Erick Valencia Silva, por intermedio de la 
abogada Lily Jeaneth Huanqui Ramos, la suma de seis mil soles para 
favorecer su situación jurídica en la audiencia de prisión preventiva 
programada el día seis de mayo de dos mil dieciocho y declarar infundado 
el requerimiento presentado por la Fiscalía [expediente 4508-2018]. 
∞ 3. El encausado Gino Valdivia Sorrentino dedujo excepciones de cosa 

juzgada e improcedencia de acción en su escrito de fojas doscientos 
veintitrés, de once de junio de dos mil veinticuatro. Sostuvo lo siguiente:  
*  La excepción de cosa juzgada va contra de todos los casos imputados, en 
atención a que la Fiscalía configuró el ilícito como delito continuado y 
adecuó la pretensión al delito más grave; que, en todos los casos de los que 
se tomó conocimiento en la escucha de los registros telefónicos, existe una 
pluralidad de acciones que violan la misma ley, como única resolución 
criminal, con dolo global; que la conducta indagada en el expediente 
62-2018 no fue una conducta aislada, sino que de ella se derivan las demás, 
lo que constata con la disposición 1-2018, de seis de abril de dos mil 
dieciocho, que originó ambos procesos: el actual y el 62-2018; que al no 
poder desvincularse de la causa 62-2018, la conclusión determinante es la 
configuración de cosa juzgada. Todos los casos derivan de una única 
investigación fiscal.  
*  La excepción de improcedencia de acción también la deduce respecto de 
todos los casos imputados. Que la comisión del delito cohecho debe ser 
dirigida y ejecutada por el funcionario, pues si un intermediario actúa por 
cuenta propia, faltando al conocimiento y consentimiento del funcionario 
obligado a realizar el acto, la conducta desarrollada ya no será constitutiva 
de este delito, por lo que la imputación por el indicado delito resulta 
atípico; que no se afirmó ninguna conducta atribuida específicamente a él, 
pues en todo momento se señala “a través”, “por intermedio”, etcétera; que 
tampoco hay aportes probatorio suficiente para generar convicción de la 
conducta típica atribuida; que es preponderante en el caso 1 y en el caso 2 
se archivó la causa para su coimputado bajo el argumento de que no se 
determinó quién era “Hugo”, por lo que en su caso también debe 
sobreseerse; que, además, no se ha demostrado la bilateralidad en la 
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conducta; que en el caso 3 la terminación objeto del pago fue antes de la 
fecha de solicitud imputada,  en el caso 4 no se precisa el destinatario ni la 
cantidad, en el caso 5 no hay elementos probatorios del llenado de firmas, 
en el caso 6 que no  hay destinatario determinado, en el caso 7 hay 
variaciones determinantes en la imputación  y en el caso 10 no se precisa 
quién es el destinario del dinero. 
∞ 4. Realizado el control de acusación, el Juzgado Superior de 
Investigación Preparatoria, mediante auto de primera instancia de fojas 
cuatrocientos sesenta y nueve, de once de septiembre de dos mil 
veinticuatro, declaró infundada la excepción de improcedencia de la acción 
y cosa juzgada. 
 
§ 3. DE LA RESOLUCIÓN RECURRIDA 
 
CUARTO . Que el Juzgado Superior de la Investigación Preparatoria el 
citado auto de primera instancia de fojas doscientos noventa, de once de 
septiembre de dos mil veinticuatro, consideró: 
∞ 1. Los hechos imputados en esta causa son ocho, de los cuales 
ninguno guarda identidad con el hecho que originó la causa precedente 
[carpeta 62-2018]. Sobre todos y cada uno de ellos el fiscal aportó medios 
de investigación suficientes, que revelan la comisión del delito y que 
ameritan ser valorados en el juicio oral. 
∞ 2. La acusación no se planteó sin imputación especifica. Se advirtió la 
presencia de un intermediario y el final beneficiario de la decisión sería él. 
Respecto a los elementos de convicción, se cuenta con el registro de 
comunicaciones entre GINO MARCIO VALDIVIA SORRENTINO y sus 
coencausados, referidas al caso materia del proceso. El bagaje documental 
judicial constató la existencia de los expedientes a cargo de los 
involucrados en el delito y del juez encausado. La tipicidad no puede ser 
amparada en una imputación que consigna un intermediario. 
∞ 3. La existencia de evidencias es clara. Se extrajeron de las llamadas que 
en los casos específicos (cuatro) revelan las conversaciones que tenía el 
encausado GINO MARCIO VALDIVIA SORRENTINO con Lily Huanqui 
Ramos, en las que la intermediaria le dice: “están juntando con las justas 
mil”, y el imputado responde: “ya mil ya”. En el caso 3 la conversación 
indicó: “6 mil cada uno”. En el caso 5 si bien no hay evidencia del llenado 
de firmas físicamente, del registro telefónico se desprende que el juez 
encausado señaló que: “vayan a firmar porque ya son ocho meses” “le 
vamos a cambiar el numerito”, mientras el interlocutor contestó: “ya doctor 
le voy a decir a mi amigo en compensación por el favor que usted él va 
hacer de no mandarlo a la cárcel”. En el caso 6 hay un registro de llamadas 
en el que interlocutor indicó: “doctor cuánto me dijo que solicite”, “no me 



RECURSO APÉLACIÓN N.º 337-2024/AREQUIPA 
 
 

 

  

– 7 – 

acuerdo”, “5 mil creo”, y el juez contesta: 5”. En el caso 7, sobre las 
variaciones de la atipicidad, existe registro del juez encausado GINO 

MARCIO VALDIVIA SORRENTINO en el que haba con Lily Huanqui Ramos y 
le expresó que: “esos temas son 30 mil”, “no hago por menos”. Todos los 
hechos imputados son típicos y tienen eficiencia indiciaria. 
 
§ 4. DEL TRÁMITE EN LA CORTE SUPREMA 
 
QUINTO . Que, concedido el recurso de apelación, elevado el expediente a este 
Supremo Tribunal, previo trámite de traslado, por Ejecutoria de 
Calificación de fojas setecientos cuarenta y cuatro, de veinticinco de 
febrero de dos mil veinticinco, se declaró bien concedido. Por decreto de 
fojas setecientos cuarenta y nueve, se señaló el día de la fecha para la 
audiencia de apelación. 
 
SEXTO . Que la audiencia se realizó con la intervención de la defensa del 
encausado recurrente GINO MARCIO VALDIVIA SORRENTINO, doctor Peter 
Hans Ureta Escobedo, y del señor Fiscal Adjunto Supremo en lo Penal, 
doctor Jaime Alcides Velarde Rodríguez. Así consta del acta respectiva. 
 

SÉPTIMO . Que, concluida la audiencia de apelación suprema, acto seguido 
se procedió a deliberar, se votó la causa en sesión secreta, y obtenido en la 
fecha el número de votos necesarios, corresponde pronunciar el presente 
auto de apelación suprema. 

 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
PRIMERO . Que el análisis de la censura en apelación estriba en determinar si se 
transgredió la garantía de tutela jurisdiccional (resolución motivada y 
fundada en Derecho); y, si se inobservaron los principios de legalidad e 
interdicción de la arbitrariedad. 
 
SEGUNDO. Que este incidente deriva de la deducción por el encausado 
GINO MARCIO VALDIVIA SORRENTINO de dos excepciones procesales: 
improcedencia de acción y cosa juzgada. Por su propia naturaleza ambas 
excepciones cuestionan la falta de presupuestos procesales (condiciones de 
admisibilidad para alcanzar una decisión material) con motivo de la 
expedición de disposición de continuación y formalización de la 
investigación preparatoria; presupuestos que tienen que ver tanto con el 
objeto del proceso penal: injusto penal y punible (improcedencia de 
acción) como con la viabilidad de la acción penal al estar consumida la 
pretensión punitiva por una decisión con autoridad de cosa juzgada en el 
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mismo asunto –propiamente, es un impedimento procesal– [VOLK, KLAUS: 
Curso fundamental de derecho procesal penal, Editorial Hammurabi, 
Buenos Aires, 2016, pp. 208 y 213]. Asimismo, no está en discusión si los 
hechos imputados están probados o no, pues se trataría de una defensa 
material y no formal –propia de las excepciones procesales–; además, solo 
cabe, en el caso de la excepción de cosa juzgada, de acreditar la existencia 
de una decisión firme (sentencia o auto equivalente) que defina 
definitivamente el objeto procesal, en uno u otro sentido. 
 
TERCERO. Que los hechos objeto de acusación importan por parte del 
sujeto activo (un juez) recibir o solicitar dinero para dictar, en el marco de 
un proceso regular, una decisión determinada, favorable a un litigante 
concreto. Este hecho, sin duda alguna, está previsto y sancionado por el 
artículo 395, primer y segundo párrafo, del CP (delito de cohecho pasivo 

específico). Es de precisar que como consecuencia de la intervención de las 
comunicaciones telefónicas se logró obtener información relevante de la 
comisión de los siete cargos formulados contra el encausado GINO MARCIO 

VALDIVIA SORRENTINO. El que se quiera calificar estos cargos como un 
delito continuado o un concurso real homogéneo de delitos (ex artículos y del 
49 y 50 del CP) en modo alguno descarta los hechos propiamente 
imputados y su autonomía, más allá de su régimen jurídico de tratamiento 
en orden a la penalidad –que, por lo demás, también tipifican como un 
delito de encuentro, en el que se han señalado a las personas involucradas 
y beneficiadas–, y, en uno u otro caso (delito continuado o concurso real 

homogéneo de delitos), no se está ni puede estar ante una negación de las 
conductas perpetradas –cuyo esclarecimiento es la meta del procedo 
penal–, menos ante una excusa absolutoria o condición objetiva de 
punibilidad. 
∞ Como ya se anotó, no es del caso hacer mención a la relevancia de los 
medios de prueba ofrecidos y examinar si, desde el elemento de prueba que 
contenga, el resultado probatorio determinaría la acreditación de la 
imputación, pues ese es precisamente el objeto del proceso penal, materia 
de una defensa de fondo –que no formal– por los imputados. 
∞ En consecuencia, la excepción de improcedencia de acción no es de 
recibo. 
 
CUARTO . Que, en cuanto a la excepción de cosa juzgada (ex artículos 90 del 
CP y 6, apartado 1, literal ‘c’, del CPP), la existencia de procesos distintos, 
en función a la flagrancia delictiva en unos casos y de ausencia de ella en 
otros casos, siempre bajo un mismo modus operandi, en modo alguno 
ocasiona que respecto de los segundos no puede perseguirse. Es de precisar 
que cada supuesto de hecho importa la comisión de un delito, que, en su 
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día, si correspondiere, podría ser objeto de acumulación, al superarse en el 
presente caso el trámite previo o requisito de procedibilidad (decisión 
positiva de la Fiscalía de la Nación) por no tratarse de un delito flagrante y, 
superar, de este modo, problemas derivados de duplicidad de pruebas, 
contradicción de resoluciones y de medición de la pena, si hubiera sanción. 
Incluso, la falta de acumulación de delitos conexos no importa un supuesto 
de cosa juzgada. En suma, no hay cosa juzgada que comprenda todos los 
hechos delictivos imputados y/o investigados –no se presenta el elemento 
negativo de la cosa juzgada: ne bis in idem–; no se expidió una resolución 
final al respecto que defina la realidad del conjunto de las imputaciones, 
sea mediante sobreseimiento, absolución o condena. Sobre los hechos 
específicos objeto de este proceso no recayó resolución alguna en este 
sentido. La causa está en trámite.   
∞ En tal virtud, la excepción de cosa juzgada debe desestimarse. 
 
QUINTO . Que el auto recurrido, al denegar las excepciones, no vulneró la 
legalidad que informa el régimen jurídico de las excepciones en el proceso 
penal, entonces, se trató, conforme a lo desarrollado up supra, de una 
resolución fundado en Derecho. La motivación ha sido completa, 
suficiente y racional. En todo caso debe precisarse, desde el control de 
motivación en sede impugnativa, que, salvo el caso de motivación omitida, 
cuando incluso se tratare de una motivación insuficiente será posible 
resolver sobre el fondo del asunto si tal motivación permita a este Tribunal 
Supremo ejercer su control y establecer si la ley ha sido respetada en su 
parte dispositiva. Las actuaciones y la resolución de primera instancia 
contienen el núcleo de la argumentación pertinente y, a partir de ella, se ha 
motivado con amplitud y precisión las bases de la desestimación de las dos 
excepciones. 
∞ Este motivo de apelación no puede prosperar. 
 
SEXTO . Que, en cuanto a las costas, es de aplicación el artículo 497, 
apartado 1, del CPP. No cabe su imposición por tratarse de una resolución 
interlocutoria.  
 

DECISIÓN 
 

Por estas razones: I.  Declararon INFUNDADO  el recurso de apelación 

interpuesto por la defensa del encausado GINO MARCIO VALDIVIA 

SORRENTINO contra el auto de primera instancia de fojas doscientos 
noventa, de once de septiembre de dos mil veinticuatro, que declaró 
infundada las excepciones de improcedencia de acción y de cosa juzgada 
que dedujo; con todo lo demás que al respecto contiene. En el proceso 
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seguido en su contra por el delito de cohecho pasivo específico en agravio 
del Estado.  En consecuencia, CONFIRMARON  el auto de primera 
instancia. II.  Sin costas. III. ORDENARON  se transcriba la presente 
Ejecutoria al Juzgado Superior de la Investigación Preparatoria 
competente, para los fines de ley; registrándose. IV. DISPUSIERON se 
notifique inmediatamente y se publique en la página web del Poder 
Judicial. HÁGASE saber a las partes personadas en esta sede suprema. 
 

Ss. 
 

SAN MARTÍN CASTRO 
 

LUJÁN TÚPEZ 
 

ALTABÁS KAJATT 
 

PEÑA FARFÁN  
 

MAITA DORREGARAY 
 

CSMC/YLPR   


